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PENSIÓN DE  INVALIDEZ / RECONOCIMIENTO POR TUTELA / CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA / PAGO DESDE FECHA DE ESTRUCTURACIÓN / NO PROCEDEN INTERESES DE MORA.
El artículo 40 de la Ley 100 de 1993, encargado de establecer el monto de la pensión de invalidez, regula en su inciso final lo tocante a la fecha desde la cual se debe comenzar a pagar esta prestación, con el siguiente tenor: “La pensión de invalidez se reconocerá a solicitud de parte interesada y comenzará a pagarse, en forma retroactiva, desde la fecha en que se produzca tal estado.” 

Esta Sala de Decisión venía indicando que en casos como el presente, en el cual el sustento legal de la prestación no es el vigente, sino que se acude a uno anterior en virtud del principio de la condición más beneficiosa, el retroactivo pensional se concede desde la ejecutoria de la sentencia que dispuso el reconocimiento de la prestación pensional…
No obstante, varió su postura desde el 17 de mayo último, atendiendo para ello, los pronunciamientos que en sede de tutela ha efectuado la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia… 

“(…) es la fecha de estructuración de la invalidez la que debe ser tomada como referente para determinar el surgimiento del derecho a la pensión de invalidez y la normatividad que lo regula. 

“Lo anterior, independientemente de la fecha en que se promulgue el fallo, por cuanto la condición de invalidez «no se adquiere con la sentencia que declara la existencia del derecho pensional e impone unas específicas y concretas condenas a su deudor, por no ser ella un acto, forma o solemnidad constitutiva del derecho»…
A lo que si no se accederá es al pago de intereses moratorios, pues el reconocimiento del derecho se da gracias a una interpretación constitucional favorable, máxime que en estos mismos eventos de condición más beneficiosa, el órgano de cierre laboral, ha indicado que se está en frente de un evento en que las actuaciones de las administradoras de pensiones, al no reconocer o pagar las prestaciones periódicas a su cargo, “encuentran plena justificación bien porque tengan respaldo normativo, ora porque su postura provenga de la aplicación minuciosa de la ley…”.
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En materia de pensiones se tiene establecido por regla general que no procede su reconocimiento por tutela, pues solo excepcionalmente, cuando no cabe duda alguna del cumplimiento cabal de los requisitos exigidos por la Ley para el efecto y/o cuando la jurisdicción ordinaria no se percibe eficaz para su efectivo otorgamiento, se considera posible concederlas por esta vía, aunque solo como mecanismo provisional, para que sea el juez natural, esto es, el ordinario, quien proceda posteriormente a hacer el estudio total que permita declarar el derecho con carácter definitivo. Pero cuando el juez constitucional, omite esta previsión y se arroga la facultad de otorgar una pensión de manera definitiva, en desarrollo del ordinal 4 del artículo 29 del decreto 2591 de 1991 debe establecer “la orden y la definición precisa de la conducta a cumplir con el fin de hacer efectiva la tutela” pues, a su vez, mientras el art. 27 ídem señala la obligación de acatamiento de la decisión por la autoridad obligada, estableciendo de paso el procedimiento a seguir en caso de incumplimiento, el 52 ibídem precisa las sanciones a imponer en caso de desacato.

Pero no se encuentra previsto en nuestra legislación que, incumplida una orden de tutela proferida como mecanismo definitivo, la jurisdicción ordinaria sea utilizada como una especie de ejecutor de las órdenes impartidas en aquella vía, pues ello, entre otras cosas, además de atentar contra la independencia judicial, podría conllevar la proliferación de decisiones contradictorias. 

TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA TERCERA DE DECISIÓN LABORAL

En Pereira, a los cinco (05) días del mes de septiembre de dos mil dieciocho (2018), siendo las (              ), reunidos en la Sala de Audiencia los magistrados de la Sala de Decisión Laboral No. 03 del Tribunal Superior de Pereira, el ponente declara abierto el acto, que tiene por objeto resolver el recurso de apelación interpuesto por el demandante contra la sentencia dictada el 10 de abril de 2018 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad, dentro del proceso Ordinario Laboral que Manuel Enrique Vargas Sánchez promueve contra la Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones. 
IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

I. ANTECEDENTES

Pretende el demandante que se declara que tiene derecho al retroactivo pensional de su pensión de invalidez, causado entre el 20 de diciembre de 2007 y el 1º de abril de 2017. En consecuencia pide que se fulmine condena contra la demandada por los valores respectivos, junto con los intereses de mora o en subsidio la correspondiente indexación y las costas procesales a su favor.  

Al dar respuesta a la demanda, Colpensiones se opuso a las pretensiones y formuló como excepciones de fondo “Inexistencia de la obligación demandada”, “cobro de lo no debido”, “Buena fe”, “Imposibilidad jurídica para cumplir con las obligaciones pretendidas”, y “Prescripción”. 

El juzgado de conocimiento negó la totalidad de las pretensiones. 

Inconforme con la decisión, el apoderado judicial del demandante interpuso recurso de apelación, en busca de su revocatoria, en aras de que se otorgue el retroactivo pensional solicitado, desde la fecha de estructuración de la invalidez.

Nota: Por lo reglado en el inciso final del artículo 280 del Código General del Proceso, de aplicación por la integración normativa autorizada por el artículo 145 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social, no es necesario que la Sala se extienda en mayores prolegómenos de este litigio, más cuando son ampliamente conocidos por las partes. 

Alegatos en esta instancia:

En este estado de la diligencia y antes de que la Colegiatura, proceda a decidir lo de su competencia, se corre traslado por el término de 8 minutos, a cada uno de los voceros judiciales de las partes asistentes a la audiencia. Escuchadas las anteriores intervenciones que en síntesis reflejan los puntos debatidos por los integrantes de la Sala, se procede a decidir lo que corresponda, previas las siguientes:

Del problema jurídico.

Para desatar la instancia, la Sala se plantea el siguiente interrogante:

¿Tiene derecho el demandante al reconocimiento y pago del retroactivo pensional solicitado? 

II. CONSIDERACIONES

El artículo 40 de la Ley 100 de 1993, encargado de establecer el monto de la pensión de invalidez, regula en su inciso final lo tocante a la fecha desde la cual se debe comenzar a pagar esta prestación, con el siguiente tenor: “La pensión de invalidez se reconocerá a solicitud de parte interesada y comenzará a pagarse, en forma retroactiva, desde la fecha en que se produzca tal estado.” 
Esta Sala de Decisión venía indicando que en casos como el presente, en el cual el sustento legal de la prestación no es el vigente, sino que se acude a uno anterior en virtud del principio de la condición más beneficiosa, el retroactivo pensional se concede desde la ejecutoria de la sentencia que dispuso el reconocimiento de la prestación pensional, atendiendo lo plausible del argumento que había sostenido la entidad de seguridad social para negar la prestación y la consabida aplicación de un criterio amplio de interpretación constitucional.

No obstante, varió su postura desde el 17 de mayo último, atendiendo para ello, los pronunciamientos que en sede de tutela ha efectuado la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en los cuales se esbozan los siguientes argumentos: 
En la providencia SL 4333 de 2018, se hace un breve recuento de la jurisprudencia del Alto Tribunal para el efecto, misma que resulta pertinente citar para resolver el presente litigio:

“(…) es la fecha de estructuración de la invalidez la que debe ser tomada como referente para determinar el surgimiento del derecho a la pensión de invalidez y la normatividad que lo regula. 
“Lo anterior, independientemente de la fecha en que se promulgue el fallo, por cuanto la condición de invalidez «no se adquiere con la sentencia que declara la existencia del derecho pensional e impone unas específicas y concretas condenas a su deudor, por no ser ella un acto, forma o solemnidad constitutiva del derecho» (sentencia CSJ SL392-2013), por tanto contrario a lo que aduce el Tribunal ya se había producido la causa que daba origen al derecho. 

“Aunado a lo anterior, mediante proveído SL12753-2014, radicación N° 52823, emitido por esta Corporación, en donde se referenció como sustento de la decisión la sentencia «CSJ SL, 2 ago. 2011, rad. 39766, reiterada en CSJ SL 838-2013», se precisó que: 

“Así las cosas, y a la luz del criterio trazado, resulta evidente que, si bien es cierto que, en términos legales la actora, no cumplió los requisitos exigidos por la ley bajo la cual se estructuró el estado de invalidez, y se realizó un análisis interpretativo amplio de la norma, y se aplicó la jurisprudencia pertinente al caso, también lo es que el Tribunal se apartó, sin justificación alguna, del precedente sentado por esta Corporación para estos casos especialísimos, lo que conllevó por demás a que conculcara los derechos fundamentales de la accionante quien atraviesa un grave estado de salud”. 

Advierte esta Sala que la presente situación, no puede pasar inadvertida ante lo extraordinario del asunto y por ello, se concederá la tutela […].”

Y si bien con posterioridad ese alto Tribunal, por mayoría sentó un criterio diferente, sin recoger el vertido en su sentencia STL4333-2018, Radicación n° 50468 y otra, esta Sala de decisión por mayoría de sus integrantes, mantendrá la postura que le señaló su superior en la sentencia de Tutela con el radicado acabado de referir.

En el caso presente, se tiene que en acatamiento al fallo de tutela emitido por la Sala Penal del 14 de marzo de igual año, en el que ordenó a Colpensiones emitir un nuevo pronunciamiento en el cual realizara el estudio de los requisitos para el reconocimiento de dicha prestación, con base en lo establecido en el artículo 6º literal b) del Decreto 758 de 1990; la entidad a través de la Resolución SUB 21886 de 2017, reconoció la pensión de invalidez al actor, en cuantía de un salario mínimo y con efectividad a partir del 1 de abril de 2017.
Atendiendo –entonces– lo dicho, es evidente que la fecha de disfrute de esta prestación no es otra diferente a la de la estructuración de la invalidez -20 de diciembre de 2007-, conforme se afirma en el acto administrativo expedido por Colpensiones. 

Adicionalmente, este es el escenario judicial apropiado para dirimir la controversia, independientemente de que el juez de tutela, pueda extender su competencia en el ámbito de la acción de tutela (art. 27 decreto 2591/91), para iniciar un eventual incidente de desacato (art. 52 ibidem), dado que sus alcances se contraen exclusivamente, a gravar al incumplido (persona natural) con una pena restrictiva de la libertad y una multa, sin que nada pueda disponer al mismo tiempo, acerca del reconocimiento de retroactivo e intereses, puesto que estas órdenes si no están contempladas en el propio cuerpo de la sentencia de Tutela, pasarán a constituir la esencia de la competencia del juez ordinario, más cuando se trata del impacto económico del ejercicio de una acción constitucional que como se sabe se limita a verificar si se han conculcado derechos fundamentales de estirpe constitucional y en caso afirmativo, en materia pensional, simplemente al otorgamiento de la gracia. 

En cuanto a la excepción de prescripción propuesta por la entidad demandada, la misma no está llamada a prosperar, en la medida en que dicho término prescriptivo sólo empieza a contabilizarse una vez queda en firme la determinación de la invalidez laboral que profieren las respectivas Juntas calificadoras, lo cual, en el presente asunto se dio el 28 de septiembre de 2015, según se colige de la documental visible a folio 16, amén de que la demanda fue presentada el 29 de agosto de 2017, ver folio 14. 

Efectuados los cálculos de rigor, el valor de las mesadas causadas entre el 20 de diciembre de 2007 y el 31 de marzo de 2017, pues a partir del mes siguiente le fue reconocida la prestación, asciende a $79`895.007, y que al descontarle el valor de la indemnización sustitutiva reconocida al actor en cuantía de $3`120.891, obteniéndose un saldo de $76`774.116.  

A lo que si no se accederá es al pago de intereses moratorios, pues el reconocimiento del derecho se da gracias a una interpretación constitucional favorable, máxime que en estos mismos eventos de condición más beneficiosa, el órgano de cierre laboral, ha indicado que se está en frente de un evento en que las actuaciones de las administradoras de pensiones, al no reconocer o pagar las prestaciones periódicas a su cargo, “encuentran plena justificación bien porque tengan respaldo normativo, ora porque su postura provenga de la aplicación minuciosa de la ley, sin los alcances o efectos que en un momento dado puedan darle los jueces en la función que le es propia de interpretar las normas  sociales y ajustarlas a los postulados y objetivos fundamentales de la seguridad social, y que a las entidades que la gestionan no les compete y les es imposible predecir”. (Sent.02 de octubre de 2013. Rad. 44.454 Cas. Laboral).

Por consiguiente, se accederá al reconocimiento de la indexación peticionada en forma subsidiaria. 

En consecuencia, sale avante el recurso, y en consecuencia, se revocará la sentencia apelada. 
No impondrá condena en costas, por los mismos argumentos que sirvieron de base a la negativa de los intereses de mora.

En mérito de lo expuesto, el H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

Revoca la sentencia proferida el 10 de abril de 2018 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad, en el proceso de la referencia, para en su lugar: 

1. Declarar que el señor Manuel Enrique Vargas Sánchez tiene derecho al reconocimiento y pago del retroactivo pensional causado desde el 20 de septiembre de 2007 hasta el 31 de marzo de 2017.

2. Condenar a la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones a reconocer y pagar la suma de $76`774.116, a título de retroactivo de las mesadas pensionales descritas en el numeral anterior, y sobre el cual ya se realizó la respectiva deducción del valor de la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez que le fue reconocida.  Tal suma deberá ser indexada al momento efectivo del pago.

4. Declarar no probadas las excepciones de fondo propuestas. 
5. Absolver a la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones del pago de los intereses moratorios y las costas procesales de ambas instancias, por lo expuesto en la parte motiva de esta decisión.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado Ponente

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                 JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
                   Magistrada                                                              Magistrado 









-Salva el voto-
ANEXO I.

LIQUIDACIÓN DEL RETROACTIVO PENSIONAL.

	AÑO 
	VALOR DE LA MESADA 
	No. MESADAS
	TOTAL 

	2007
	$433.700
	14
	$6.071.800

	2008
	$461.500
	14
	$6.461.000

	2009
	$496.900
	14
	$6.956.600

	2010
	$515.000
	14
	$7.210.000

	2011
	$535.600
	14
	$7.498.400

	2012
	$566.700
	14
	$7.933.800

	2013
	$589.500
	14
	$8.253.000

	2014
	$616.000
	14
	$8.624.000

	2015
	$644.350
	14
	$9.020.900

	2016
	$689.454
	14
	$9.652.356

	2017
	$737.717
	3
	$2.213.151

	TOTAL 
	$79.895.007


Proceso:

Ordinario Laboral  

Demandante:

Manuel Enrique Vargas Sánchez  

Demandado:

Colpensiones
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SALVAMENTO DE VOTO

Tal como lo propuse en la ponencia que presenté inicialmente, la sentencia de primer grado debió ser confirmada.

Los argumentos que sustentan mi alejamiento de lo decidido por la mayoría se basan en los siguientes supuestos jurídicos y análisis del caso concreto:

1. LOS FALLOS DE TUTELA EN MATERIA PENSIONAL.
En materia de pensiones se tiene establecido por regla general que no procede su reconocimiento por tutela, pues solo excepcionalmente, cuando no cabe duda alguna del cumplimiento cabal de los requisitos exigidos por la Ley para el efecto y/o cuando la jurisdicción ordinaria no se percibe eficaz para su efectivo otorgamiento, se considera posible concederlas por esta vía, aunque solo como mecanismo provisional, para que sea el juez natural, esto es, el ordinario, quien proceda posteriormente a hacer el estudio total que permita declarar el derecho con carácter definitivo. Pero cuando el juez constitucional, omite esta previsión y se arroga la facultad de otorgar una pensión de manera definitiva, en desarrollo del ordinal 4 del artículo 29 del decreto 2591 de 1991 debe establecer “la orden y la definición precisa de la conducta a cumplir con el fin de hacer efectiva la tutela” pues, a su vez, mientras el art. 27 ídem señala la obligación de acatamiento de la decisión por la autoridad obligada, estableciendo de paso el procedimiento a seguir en caso de incumplimiento, el 52 ibídem precisa las sanciones a imponer en caso de desacato.

Pero no se encuentra previsto en nuestra legislación que, incumplida una orden de tutela proferida como mecanismo definitivo, la jurisdicción ordinaria sea utilizada como una especie de ejecutor de las órdenes impartidas en aquella vía, pues ello, entre otras cosas, además de atentar contra la independencia judicial, podría conllevar la proliferación de decisiones contradictorias. 

2. COMPATIBILIDAD ENTRE LA INDEMNIZACION SUSTITUTIVA DE LA PENSION DE VEJEZ Y LA PENSION DE INVALIDEZ DE ORIGEN COMUN.

En sentencia de 24 de abril de 2015 dentro del proceso promovido por la señora María Aracelly Lotero Aristizábal en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones radicado bajo el Nº 66001-31-05-001-2014-00132-01, esta Sala de Decisión al abordar el tema de la compatibilidad entre la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez y la pensión de sobrevivientes de origen común que se adecúa también a la compatibilidad entre la mencionada indemnización y la pensión de invalidez de origen común, apoyándose en la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, sentó su posición frente al tema en comento de la siguiente manera:

“De entrada debe manifestar la Sala que fue apresurada la conclusión a la que llegó la Jueza de instancia respecto al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes reclamada.

En efecto, no siendo objeto de discusión que al señor Julio César Martínez Arbeláez se le reconoció la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez a través de la Resolución No. 003054 de 1995, por valor de $938.540 porque no tenía el número de semanas mínimo para pensionarse, era evidente que cualquier otra prestación que se pretendiera con posterioridad a ello, como la pensión de sobrevivientes, no podía fundarse en aquella cantidad de cotizaciones, pues con base en ellas ya se había financiado la aludida indemnización y no podían tenerse en cuenta para otro efecto.”

Y posteriormente expresó:

“En este punto vale la pena advertir que es una postura pacífica de esta Judicatura, que se acompasa a la de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, aquella según la cual no existe incompatibilidad cuando el afiliado o sus beneficiarios acudieron a la administradora del fondo de pensiones con el fin de reclamar una prestación y en su lugar se les reconoció la indemnización sustitutiva, pero con posterioridad se establece que sí tenía el derecho a la pensión y fue por incuria de la entidad que dejó de pagarse. Es en esos precisos eventos que se ordena reconocer la gracia pensional y se autoriza a la demandada a descontar del retroactivo aquel monto pagado, situación que dista de la aquí presentada, pues se itera, se le reconoció la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez porque carecía de las semanas para alcanzar la pensión de vejez, pues sólo contaba con 453 semanas cotizadas y más de 60 años de edad al 16 de febrero de 1995.”.

Ahora bien, la Sala de Casación Laboral a partir de la sentencia CSJ SL, 27 ago. 2008, rad. 33885, reiterada en providencia SL 11234 de 26 de agosto de 2015 radicación Nº 45.857, concluyó que un afiliado al que se le había reconocido la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, podía acceder a  la pensión de invalidez, siempre y cuando cumpla con los requisitos previstos en la Ley al momento en que se estructure la invalidez.

Se extrae de lo dicho por la Sala de Casación Laboral, que para que no haya incompatibilidad entre la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez y la pensión de invalidez, el afiliado debe tener cotizadas dentro de los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez por lo menos cincuenta semanas al sistema general de pensiones, con las cuales se garantice la cobertura de ese riesgo, pues no de otra forma podría dejarse causada esa prestación económica, o por lo menos que en aplicación del principio de la condición más beneficiosa en la forma determinada por el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral, cumpla con la densidad de semanas exigidas en la Ley 100 de 1993 en su estado original.

EL CASO CONCRETO

Al revisar la sentencia proferida por la Sala de Decisión Penal del Distrito Judicial de Pereira el 14 de marzo de 2017 –fls.27 a 36-, se evidencia que dicha corporación al estudiar el caso del señor Manuel Enrique Vargas Sánchez determinó que al tener cotizaciones correspondientes a 316 semanas con anterioridad al 1º de abril de 1994, tenía derecho a que su situación fuera estudiada bajo los parámetros establecidos en el Acuerdo 049 de 1990 y en virtud de ello le ordenó a la Administradora Colombiana de pensiones que en el término improrrogable de dos meses, procediera a realizar el estudio de los requisitos para acceder a la pensión de invalidez en cuanto a la densidad de semanas, única y exclusivamente bajo la órbita del artículo 6º de ese compendio normativo; decisión en la que nada se dijo sobre su transitoriedad, por lo que debe entenderse que ese orden impartida por el juez constitucional a la entidad accionada se hizo con carácter definitivo, lo que implica que ningún cuestionamiento al respecto puede hacer el juez ordinario, en consideración a que se ha configurado la cosa juzgada constitucional y como tal corresponda acatarla, tanto a la autoridad administrativa como al resto de funcionarios jurisdiccionales, como en efecto lo hizo Colpensiones cuando a través de la resolución Nº SUB 21886 de 29 de marzo de 2017 –fls.38 a 41- le reconoció al demandante la pensión de invalidez con fecha de efectividad a partir del 1º de abril de 2017 en cuantía mensual de $737.717.

Bajo esas circunstancias, resuelto con carácter definitivo el derecho pensional por la Sala de Decisión Penal de éste Distrito Judicial, esto es, sin contemplar la posibilidad de que la jurisdicción ordinaria estudiara el asunto y lo definiera según los parámetros jurisprudenciales vigentes, la orden allí dada es la que se debe cumplir, sin que esté previsto que los jueces ordinarios tengan funciones de complementación, hagan las veces de revisores, ni mucho menos se conviertan en ejecutores de aquella, pues el reestudio de la orden constitucional está fuera de su órbita de competencia. De allí que, si Colpensiones cumplió o no lo ordenado, es un tema que resulta ajeno al presente debate, pues el incidente de desacato es el mecanismo previsto en la legislación para lograr la efectividad de aquella orden. 

Es que no se concibe que, ante una congestión judicial como la que se está viviendo, un solo asunto ocupe simultáneamente a las jurisdicciones Constitucional y Ordinaria, generándoles incluso el riesgo permanente de producir decisiones opuestas. 

Por eso, cuando los jueces constitucionales, vía tutela, se arrogan la facultad de resolver asuntos pensionales con carácter definitivo y no simplemente transitorio, la decisión que de ellos emane no es reformable ni complementable por la jurisdicción ordinaria. 

A más de lo anterior, si en gracia de discusión se atendiera el debate propuesto por el señor Vargas Sánchez consistente en determinar si hay lugar a reconocerle o no el retroactivo pensional que reclama, la conclusión no sería favorable a sus intereses, pues como se evidencia en la resolución Nº GNR 311311 de 21 de octubre de 2016 –fls.20 a 23- al accionante se le reconoció y pagó por medio de la resolución Nº 2367 de 25 de mayo de 2001 la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez en cuantía única de $3.120.891, situación ésta que exigía, para acceder ahora a sus pretensiones, bajo el entendimiento que se le debe dar a la sentencia SL 11234 de 26 de agosto de 2015 radicación Nº 45.857 proferida por la Sala de Casación Laboral, que el afiliado hubiere cotizado el número de semanas requeridas en la Ley 860 de 2003, y como se puede percibir en la historia laboral inmersa en ese acto administrativo, dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez fijada para el 20 de diciembre de 2007, él no hizo cotizaciones al sistema general de pensiones; lo que significa que no hizo aporte alguno tendiente a cubrir el riesgo por invalidez que finalmente se presentó en esa calenda; sin que fuere dable aplicar el principio de la condición más beneficiosa en la forma prevista por el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral, por cuanto la invalidez no se configuró dentro de los tres años siguientes a la fecha en que entró en vigencia la Ley 860 de 2003, que lo fue el 26 de diciembre de esa anualidad.

Así las cosas, de haberse puesto en consideración de la jurisdicción ordinaria laboral la viabilidad de la pensión de invalidez, necesariamente se habría tenido que negar la prestación al no acreditarse el lleno de los requisitos exigidos para ello, lo que en consecuencia conllevaría a negar el retroactivo pensional pretendido, sin embargo, como ya se dijo, fue la Sala de Decisión Penal del Distrito Judicial de Pereira quien ordenó el reconocimiento del derecho de manera definitiva, por lo que cualquier inconformidad con su cumplimiento deberá ser ventilada ante esa jurisdicción a través del mecanismo idóneo para ello, que no es otro que el incidente de desacato. 

En el anterior orden de ideas, acertada fue la decisión tomada por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 10 de abril de 2018, por lo que debió confirmarse.

Dejo así salvado mi voto,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado

